
 

 

(1**********)  

VS. 

JUNTA DIRECTIVA DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL GOBIERNO 

Y MUNICIPIOS DEL ESTADO  

RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE  23/2021 

 

MAGISTRADO PONENTE:   

GUILLERMO MORENO SADA 

 

Mexicali, Baja California, veinticuatro de octubre de dos mil 

veinticinco.  

 

Resolución que confirma la sentencia  dictada el once de 

diciembre de dos mil veinticuatro por el Juzgado Primero de 

este Tr ibunal, en el juicio citado al rubro.  

 

I.  R E S U L T A N D O S 

 

 

1.  Antecedentes en sede administrativa .  El veintiuno de 

noviembre de dos mil diecisiete, (1**********) solicitó ante la 

Dirección de Pensiones y Jubilaciones de ISSSTECALI pensión 

de retiro por edad y tiempo de servicio, solicitud que fue 

resuelta procedente por la Junta Directiva.  

 

2.  El veintinueve de noviembre de dos mil diecinueve recibió el 

primer pago como pensionada.  

 

3.  El once de noviembre de dos mil diecinueve,  (1**********) 

solicitó el pago retroactivo de pensiones vencidas, por 

considerar que le correspondía el pago desde la fecha de su 

solicitud de pensión, veintiuno de noviembre de dos mil 

diecisiete, y hasta que recibió el primer pago de pensión, 

veintinueve de noviembre de dos mil diecinueve. No recibió 

respuesta a su sol icitud.  

 

4.  Antecedentes en primera instancia . Por tal motivo, el 

veintidós de enero de dos mil veintiuno, (1**********) presentó 

–ante el Juzgado Primero de este Tr ibunal - una demanda en 

contra de las autoridades demandadas Junta Directiva y 

Director de ISSSTECALI.  

5.  El acto impugnado por la actora fue la resolución negativa 

ficta configurada a part ir  de su sol icitud de pago retroactivo 

de pensiones vencidas.  

 

6.  Por sentencia de fecha once de diciembre de dos mil 

veinticuatro, el Juzgado declaró la nul idad de la resolución 

impugnada por considerar que la parte actora tenía derecho 



 

a lo solicitado y condenó a la Junta Directiva de ISSSTECALI 

al pago retroactivo de las pensiones correspondientes al 

periodo comprendido entre el veintiuno de noviembre de dos 

mil diecisiete, fecha en que solicitó la pensión de retiro, y el 

veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, fecha en que le 

fue concedida la pensión sol icitada.  

 

7.  Antecedentes en segunda instancia . El veintiuno de enero de 

dos mil veinticinco, el delegado de la autoridad demandada 

interpuso recurso de revisión en contra de la sentencia 

referida en el punto anterior; mismo que fue admitido 

mediante acuerdo de fecha diecisiete de febrero de dos mil  

veinticinco. 

 

8.  En dicho acuerdo se ordenó dar vista a las partes por el 

término de cinco días para que manifestaran lo que a su 

derecho conviniese y, notificarlas que, a efecto de dictar 

resolución en revisión, el Pleno se integraría con los 

Magistrados Alberto Loaiza Martínez, Carlos Rodolfo Montero 

Vázquez y Guil lermo Moreno Sada, como Ponente.  

 

9.  El tres de marzo de dos mil  veinticinco, la parte actora 

interpuso recurso de revisión adhesivo. En auto del 

diecinueve de marzo siguiente, en acuerdo de Presidencia, 

se desechó por improcedente el recurso interpuesto, toda 

vez que la ley del Tr ibunal, apl icable al presente asunto, no 

contempla dicha figura.  

 

10.  Agotado el procedimiento de conformidad con lo 

establecido en la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, se procede a dictar 

resolución correspondiente de acuerdo a los siguientes….  

 

II. C O N S I D E R A N D O S  

 

11.  PRIMERO.- COMPETENCIA.  E l  Pleno del Tr ibunal Estatal de 

Justicia Administrativa del Estado Baja California es 

competente para conocer el recurso de referencia, 

conforme a lo dispuesto por los artículos 17, fracción I I , y 94, 

fracción IV, de la Ley del Tribunal, así como artículos Primero, 

Segundo, Tercero y Sexto Transitorios de la Ley del Tribunal 

Estatal de Just icia Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado el dieciocho de 

junio de dos mil veintiuno.  

 

12.  Glosario. 

 
Ley del  Tr ibunal  Ley del Tr ibunal Estatal  de Just icia 

Administ rat iva del Estado de Baja 

Cal i fornia.  

 

ISSSTECALI  Inst i tuto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del 



 

Gobierno y Municipios del Estado 

de Baja Cal i fornia.  

 

Junta Directiva  

 

 

 

 

 

Director  

Junta Di rectiva del  Inst i tuto de 

Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja 

Cal i fornia.  

 

Di rector  General  del Inst i tuto de 

Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja 

Cal i fornia.  

 

 

13.  SEGUNDO.- Agravios.  Se tienen por reproducidos los agravios 

que hizo valer la parte recurrente atendiendo al principio de 

economía procesal, toda vez que la Ley del Tr ibunal no 

establece la obligación de transcribir los; s in demérito de que 

este Pleno, a fin de cumplir con los  principios de 

exhaustividad y congruencia, resuelva lo conducente en 

relación con los mismos.  Apoya lo anterior la jurisprudencia 

2/2024, emitida por el Pleno de este Tr ibunal, de rubro 

“AGRAVIOS EN REVISIÓN. ES INNECESARIO TRANSCRIBIRLOS EN 

LA RESOLUCIÓN” , consultable en su portal electrónico 

oficial1. 

 

14.  TERCERO.- Estudio de agravios.  En su agravio, la recurrente 

argumenta, en esencia, que la negativa ficta no se configuró 

pues la solicitud de pago retroactivo, no se presentó ante la 

Junta Directiva para resolver sobre la sol icitud de pensión.  

 

15.  Es inoperante el agravio . Es así puesto que la recurrente se 

l imita a repetir los argumentos planteados en su escrito de 

contestación de demanda y omite combatir las 

consideraciones de la sentencia recurrida, la cual es el 

objeto materia del recurso de revisión, en términos del 

art ículo 94 de la Ley del Tribunal, el cual dispone que los 

agravios deben dirigirse a combatir las consideraciones de 

la determinación recurrida.  

 

16.  En efecto, la sentencia se ocupó de dar respuesta a las 

causales de improcedencia hechas valer por la autoridad 

demandada recurrente, lo que se constata de la 

subsecuente transcripción de la sentencia recurr ida, sin que 

la recurrente se ocupe de combatir las consideraciones de 

la sala, conforme a las cuales desestimó las causales de 

improcedencia del juicio.  

 
TERCERO. Procedencia   

Por  ser  una cuest ión de orden públ ico y  de estudio preferente,  

se procede a anal izar  las causales de improcedencia y 

sobreseimiento hechas valer por las autor idades demandadas.  

 
1 https://tejabc.mx/jurisprudencia-del-tejabc 
 

https://tejabc.mx/jurisprudencia-del-tejabc


 

En pr imer lugar, el  Pres idente de la Junta Direct iva del Inst ituto,  

invoca como causales de improcedencia y sobreseimiento,  las 

previstas en los art ículos 40, f racciones VI  y IX, y 41, f racción I I ,  

de la Ley del Tr ibunal,  argumentando que el  acto impugnado  

en el  presente ju ic io, fue emit ido por una autor idad diversa,  y  

que del mismo, no ex iste indic io alguno de que la actora 

hubiese presentado la sol ic itud ante la Junta Direct iva del  

Inst ituto,  sobre la cual hubiese recaído la negat iva f icta que 

impugna.  

Contrar io a lo argumentado por la Junta Direct iva,  no se configura 

alguna causal de improcedencia respecto a lo aducido .  

 

As imismo, debe decirse que, s i  b ien se impugna una resolución 

negat iva f icta, conf igurada respecto de una sol ic itud presentada 

ante la Subdirección General  de Prestaciones Económicas y  

Sociales, en el  caso,  debe entenderse que la negat iva f icta s í  se 

conf iguró respecto de la Junta Direct iva,  puesto que resul ta 

apl icable el  cr i ter io sostenido por el  Pleno de este Tr ibunal en 

cr iter io relevante número 8/2023,  que enseguida se transcr ibe.  

 

“NEGATIVA FICTA. ES ATRIBUIBLE A LA JUNTA DIRECTIVA DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA, AUNQUE LA SOLICITUD DE PENSIÓN SE 

PRESENTE ANTE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES Y JUBI LACIONES 

DE ESE INSTITUTO. Hechos:  Un part icular presentó sol ic itud de 

pens ión ante la Dirección de Pens iones y Jubilaciones del  

Inst ituto de Segur idad y Serv ic ios Sociales de los 

Trabajadores del  Gobierno y Munic ip ios del  Estado de Baja 

Cal i forn ia (en lo  suces ivo ISSSTECALI) .  Al  no obtener 

respuesta, demandó la nul idad de la resolución negat iva 

f icta. La Sala declaró la nul idad de la resolución y condenó 

a la Junta Direct iva de ISSSTECALI a otorgar la pens ión. La 

Junta Direct iva interpuso recurso de revis ión y expuso como 

agravio que la negat iva f icta no debió atr ibuí rsele, debido 

a que la sol ic itud de pens ión se presentó ante otra  

autor idad.  

 

Criter io:  La resolución negat iva f icta es atr ibuible a la Junta 

Direct iva de ISSSTECALI,  aunque la sol ic itud de pens ión se 

haya presentado ante la Dirección de Pens iones y  

Jubilaciones de ese Inst i tuto.  

 

Just i f icación:  A part i r  de la interpretación s is temática de los 

art ículos 58 y  113 fracción IV,  de la Ley de ISSSTECALI ,  en  

relación con los numerales 2, 3 , 6, 7,  8,  9,  10, 11, y 23 del  

Reglamento para el  Otorgamiento de Pens iones a los 

Asegurados de ese inst i tuto, se t iene que, uno de los 

pr incip ios impl íc itos en el  procedimiento para el  

otorgamiento de una pens ión a cargo de ISSSTECALI  es el  de 

of ic ios idad, en v ir tud del  cual ,  es obl igación de las 

autor idades que forman parte del inst i tuto gest ionar el  

procedimiento para el  otorgamiento de una pens ión 

in ic iado a sol ic itud del interesado y conclui r  cada una de 

sus etapas,  s in  que el  part icular tenga otra carga que 

presentar la sol ic itud. Así ,  aunque la sol ic itud no se presente 

ante la Junta Direct iva (que e s quien t iene atr ibuciones para 

otorgarla) s ino ante la autor idad competente para recib ir  la 

sol ic itud y dar in ic io al  procedimiento, se conf igurará una 

resolución negat iva f icta atr ibuible a aquel la autor idad, s i  

no se le da respuesta al  part icular en el  plazo de ley. Lo 

anter ior es así  porque cuando en la creación de un acto 

administrat ivo es necesar ia la substanciación de un 

procedimiento a cargo de diversas autor idades, obl igadas 

a actuar of ic iosamente, la autor idad facul tada para emit i r  

el  acto queda v inculada desde que se in ic ia ese 

procedimiento,  s in que pueda desatenderlo o argumentar 

desconocer la instancia; debido a que todos los funcionar ios 

que part ic ipan en su substanciación son corresponsables,  a 

tal  grado que la actuación i legal  de alguno de e l los,  



 

trasciende e impacta en el  acto administrat ivo, en caso de 

generarse.  De no asumirse lo anter ior,  la conf iguración de la 

negat iva f icta quedaría a voluntad de la propia autor idad 

administrat iva,  toda vez que bastar ía con que una de las 

etapas del procedimiento no se l levara a cabo, para que la 

Junta Direct iva quedara l iberada de la obl igación de dar 

una respuesta al  interesado sobre su sol ic itud, haciendo 

nugator ia la refer ida f igura procesal.”  

 

En efecto,  resulta apl icable el  cr iter io sostenido en la tes is  antes 

refer ida toda vez que, las c i rcunstancias y hechos del caso jur ídico 

en cuest ión son s imilares, puesto que se reclama la nul idad de una 

resolución de negat iva f icta recaída a una sol ic itu d de pago 

retroact ivo de pens iones que es atr ibuible únicamente a la 

refer ida Junta Direct iva.   

Además, en la especie no podría sostenerse que la Junta Direct iva 

no hubiera tenido conocimiento de la pet ic ión de la parte 

demandante,  en pr imer lugar,  porque como ya quedó claro en la 

tes is  previamente transcr ita, la Junta Direct iva forma parte de la 

misma administración que la autor idad que recib ió dicha pet ición 

y, en segundo lugar, porque la Junta Direct iva, fue parte en el  

presente ju ic io,  pues en ese carácter fue emplazado y compareció 

a hacer valer  las defensas que cons ideró oportunas.  

Máxime, que de conformidad con lo dispuesto por el  art ículo 113,  

en sus fracciones I I I  y  IV de la Ley del  Inst i tuto,  de subsecuente 

transcr ipción, es facul tad única de la Junta Direct iva el  d ictar los 

acuerdos que resul ten necesar ios para sat isfacer las pr estaciones 

establecidas en el  refer ido ordenamiento, entre otras.  

 

“ARTÍCULO 113.-  Corresponde a la Junta Direct iva:  

[ . . .]  

I I I . -  D ictar los acuerdos que resul ten necesar ios para 

sat is facer las prestaciones establecidas en esta Ley;  

IV.-  Conceder, negar, suspender,  modif icar y  revocar 

las jubi laciones y pens iones en los términos de esta 

Ley;”  

 

Por  otro lado, las autor idades Director  de Pens iones y  Jubilaciones 

y el  D i rector General  (ambos del Inst ituto) , invocan como causales 

de improcedencia y  sobreseimiento las previstas en los art ículos 

40,  f racciones I I  y  IX y 41, f racción I I ,  de la Ley del T r ibunal ,  

argumentando esencialmente que, la parte actora carece de 

interés jur íd ico para impugnar la negat iva f icta, pues reclama el  

pago que le fue negado f ictamente, mientras conservaba el  

estatus de trabajadora act iva, por lo cual no cumpl ía con uno de  

los requis itos más importantes para el  d is frute de su pens ión.  

 As imismo, dichas autor idades argumentan que, la pretens ión 

de la actora carece de fundamento legal,  y que la misma es 

contrar ia a derecho, ya que no ex iste dispos ic ión legal  

contenida en la Ley del Inst i tuto, n i encuadra en las 

excepciones establecidas en el  art ículo 61 del refer ido 

ordenamiento, para que un trabajador act ivo pueda ser  

benef ic iar io a la vez de una pens ión.  

Las causales antes reseñadas deben desest imarse.  

Lo anter ior,  pues el  estudio del  cumpl imiento de los requis itos para 

obtener el  pago de lo que reclama, así  como el  fundamento legal 

de su pretens ión, son cuest iones ínt imamente relacionadas al  

estudio de fondo.  

 S i rve de apoyo a lo anter ior,  la Jur isprudencia P./J.  135/2001 del 

Pleno de la Suprema Corte de Just ic ia de la Nación, consultable 

en la página 5 del  Semanar io Judic ial  de la Federación y su 

Gaceta,  tomo XV, correspondiente al  mes de enero de dos mil  dos,  

Novena Época, de rubro y textos s iguientes:  

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE 

VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE 

FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.  Las causales  

de improcedencia del ju ic io de garant ías deben ser  

claras e inobjetables, de lo que se desprende que, s i  se  

hace valer  una en la que se involucre una 



 

argumentación ínt imamente relacionada con el  fondo 

del negocio, debe desest imarse.”  

 

En tales condic iones,  al  no advert ir se ninguna otra causal  de 

improcedencia of ic iosamente,  se t iene que resul ta igualmente 

infundada la causal de sobreseimiento hecha valer por las 

autor idades demandadas, por lo tanto, se procede al  estudio de 

fondo de la controvers ia.  

 

17.  Es aplicable al caso por analogía 2, la tesis de jurisprudencia 

3/2020 emitida por este Pleno, publicada el diecinueve de 

febrero de dos mil  veintiuno en el Periódico Oficial del Estado 

de Baja California, que enseguida se transcribe:  

 
AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE REVISIÓN. SON 

AQUELLOS QUE NO COMBATEN LAS CONSIDERACIONES 

EXPUESTAS POR LA SALA EN SU SENTENCIA. En términos del  

art ículo 94 de la Ley del Tr ibunal de lo Contencioso 

Administ rat ivo del  Estado la parte que interpone un recurso 

de revis ión t iene el  deber procesal de: a) expresar los  

agravios que le causa la resolución impugnada, b) precisar  

el  apartado del  fa l lo que en lo específ ico le causa 

perjuicio, c) identi f icar los preceptos legales que est ima 

violentados;  y , d) expresar  los razonamientos tendientes a  

demostrar esas violaciones. Por tanto, s i  el  recurrente se 

conforma con repet i r  los  argumentos que planteó en su 

escr i to in icial  [ya sea de demanda o de contestación] pero 

no refuta las consideraciones de la Sala, sus agravios 

deben est imarse inoperantes por insuf icientes, puesto que 

no habría forma de valorar  la legal idad de la sentencia que 

const i tuye el  objeto de control  del  recurso.  

Recurso de Revis ión 110/2016 T.S.  -  Promovente: Compañía 

Inmobi l iar ia Pací f ico, S.A. de C.V. -  Autor idad demandada: 

Recaudación de Rentas Municipales de Ensenada, Baja  

Cal i fornia.-  19 de junio de 2020. -  Unanimidad de votos. -  

Ponente: Alberto Loaiza Mart ínez.  

Recurso de Revis ión 71/2017.  -  Promovente: Is idro Omar  

Aispuro Rojo. -  Autor idad demandada: Comisión de Honor y  

Just icia del Ayuntamiento de Mexical i . -  9 de octubre de 

2020.-  Unanimidad de votos. -  Ponente: Carlos Rodol fo 

Montero Vázquez.  

Recurso de Revis ión 2070/2017 S.S.  -  Promovente:  Noe 

Gaytán Monroy.-  Autor idad demandada: Oficial  Mayor del  

Ayuntamiento de Ti juana. -  23 de noviembre de 2020. -  

Unanimidad de votos. -  Ponente:  Alberto Loaiza Mart ínez.  

 

18.  En las relatadas condiciones, ante lo inoperante del agravio 

hecho valer, lo procedente es confirmar la sentencia dictada 

el treinta y uno de octubre de dos mil veintitrés  por el 

Juzgado Segundo de este Tribunal.  

 

19.  Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en 

lo dispuesto por el artículo 121, de la Ley del Tribunal, es de 

resolver y se...  

R E S U E L V E:  

ÚNICO.-  Se confirma la sentencia dictada el once de 

diciembre de dos mil veinticuatro por el Juzgado Primero de 

este Tr ibunal, materia del presente recurso.   

 

NOTIFÍQUESE , a las partes 

 

 
2 Al ser de contenido análogo el artículo 94 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Estado de Baja California y el artículo 94 de la Ley del Tribunal. 



 

Así lo resolvió el Pleno del Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, por unanimidad de votos 

de los Magistrados Carlos Rodolfo Montero Vázquez, Alberto 

Loaiza Martínez y Guil lermo Moreno Sada, como presidente y 

ponente. Todos f irman ante la presencia del Licenciado José 

Mario Charles Garza, Encargado del Despacho de la 

Secretaria General de Acuerdos, en virtud de lo acordado en 

sesión de Pleno de catorce de marzo de dos mil veintitrés.  
GMS/IAM 
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“ELIMINADO: Nombre, 2 párrafo(s) con 2 renglones, en fojas 1 y 5.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  



 

La suscrita Licenciada Claudia Carolina Gómez Torres, Secretaria 

General de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, hace constar: Que lo transcrito con anterioridad 

corresponde a una versión pública de resolución de segunda instancia 

dictada en el expediente 23/2021 en la que se suprimieron datos que 

se han clasificado como confidenciales, cubriendo el espacio 

correspondiente, insertando diez asteriscos, versión que va en siete fojas 

útiles. ----------------------------------------------------------------------------------------------- 

Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 54, 60, 

FRACCIÓN III, B), 99, 104 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Apertura Institucional para el Estado de Baja 

California, y 55, 57, 58, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, Lo que se 

hace constar para los efectos legales a que haya lugar, en la ciudad 

de Mexicali, Baja California, a los quince días del mes de septiembre de 

dos mil veintiséis.------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


